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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXCEPCIONES / PERJUICIO IRREMEDIABLE / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / AGOTAR MEDIOS ORDINARIOS DE DEFENSA.
La acción de tutela fue instituida por el Constituyente de 1991, con el fin de otorgar a los asociados un mecanismo idóneo para la protección inmediata de los derechos fundamentales…
Dicha acción de amparo constitucional es de carácter subsidiario o supletorio, por ello, no se puede utilizar para sustituir los trámites legales ordinarios o especiales, o para variar las reglas de la competencia.  A tal conclusión se llega, al tener en cuenta que el objetivo de la acción constitucional es la protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales y según el artículo 86 de la Constitución Política el amparo “… sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados, caso en el cual procederá de manera definitiva”. (…)
Conforme a las pretensiones del accionante, debemos señalar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado que tratándose del derecho a la seguridad social, por regla general, la acción de tutela no procede en materia de reconocimiento y pago de prestaciones sociales, en razón a su carácter eminentemente subsidiario y residual, toda vez que ese tipo de controversias deben ser ventiladas ante la jurisdicción contencioso administrativa o la ordinaria laboral, según sea el caso.  Asimismo, el máximo órgano Constitucional señaló algunos casos en los cuales procede el amparo excepcional para el pago de la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando el tutelante se encuentre frente a un perjuicio irremediable…
… concluimos que el accionante cuenta con otro mecanismo judicial para ejecutar el acto administrativo que señala le otorgó el derecho a la sustitución pensional de invalidez por la muerte de su cónyuge, vía que aún no ha agotado y de la cual no puede inferirse sea un medio ineficaz para reclamar la protección de sus prerrogativas, toda vez que en la foliatura no quedó probada ninguna circunstancia que indique la probabilidad de ocurrencia de un perjuicio irremediable de tal magnitud que obligara la protección urgente de los derechos fundamentales pretendidos…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Pereira, veinte (20) de noviembre dos mil veinte (2020)
Proyecto aprobado por Acta No. 833
Hora: 3:15 p.m.
ASUNTO POR DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Isdaen Alberto Correa Urrea, por medio de apoderado judicial, en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de Dosquebradas, en el proceso de tutela que promovió en contra de la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio FOMAG, y la Fiduprevisora S.A., por presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, al mínimo vital y al debido proceso.

IDENTIDAD DEL ACCIONANTE
Se trata del señor Isdaen Alberto Correa Urrea, identificado con cédula de ciudadanía 18’598.690 de Santa Rosa de Cabal, quien actúa en nombre propio y como representante legal de sus hijos menores de edad Juan Esteban Correa Montoya y Ana Sofía Correa Montoya, por medio de apoderado, el abogado Estiven Marín Hoyos, identificado con la cédula de ciudadanía 9’865.166 expedida en Pereira y Tarjeta Profesional 220.865 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, quienes pueden ser notificados la calle 20 número 6-30 oficina 1101 Edificio Banco Ganadero de Pereira, teléfono 3117251244 y correo electrónico abogadoemh@hotmail.com.

ENTIDADES ACCIONADAS
Fiduprevisora S.A., como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, representada por la Coordinadora de Tutelas Dirección Gestión Judicial, Aidee Johanna Galindo Acero, dirección calle 72 No.10-03 piso 1, Bogotá, correo electrónico tutelas_fomag@fiduprevisora.com.
Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas, representada por el señor Celso Omar Parra Sierra, dependencia ubicada en el Centro Administrativo Municipal CAM de Dosquebradas, con correo electrónico educación@dosquebradas.gov.co
HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA
Informó el apoderado que su representado, el señor Isdaen Alberto Correa Urrea, el 3 de diciembre de 2019 presentó una petición en la Secretaría de Educación de Dosquebradas, tendiente a que se reconociera a sus hijos y a él la pensión de sobrevivientes por la muerte de su cónyuge, la señora Luisa Fernanda Montoya Chica; sin embargo, ante la falta de respuesta de la entidad, debió interponer una acción de tutela en contra de esa entidad territorial, la cual fue fallada a su favor por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, al tutelar su derecho fundamental de petición, por lo que la Secretaría de Educación de Dosquebradas se pronunció de fondo con la expedición de la Resolución 587 del 10 de julio de 2020, por medio de la cual reconoció la sustitución pensional de invalidez, al señor Isdaen Alberto Correa el 50%; a  Valentina Montoya, hija, 16.66%; a Juan Esteban Correa Montoya, hijo el 16.66% y a Ana Sofía Correa Montoya, hija, el 16.66%.
Indicó que pese al reconocimiento del derecho pensional desde el 10 de julio de 2020, las entidades accionadas no han pagado efectivamente las mesadas, por ello promovió ante el Juzgado Segundo de Familia de Pereira el incidente de desacato respectivo, pero ese despacho resolvió no iniciar el trámite incidental por considerar que las demandadas ya habían cumplido con la orden en el fallo de tutela, al haberse pronunciado de fondo sobre la solicitud relacionada con el derecho pensional, y no ser de competencia del juez de tutela ordenar o no el reconocimiento del derecho pensional. 

Explicó que la presente acción de tutela obedece a nuevos hechos, toda vez que las entidades no han cancelado las mesadas pensionales, pese a existir un acto administrativo en firme que concede el derecho.
Mencionó que los hijos menores de edad dependen económicamente de la pensión que fue reconocida, pues su sustento, alimentación, vestido, arrendamiento, se deben cubrir con dichos recursos, lo que genera una afectación al mínimo vital.  Además, el accionante ha tenido que recurrir a préstamos informales para sufragar los gastos de primera necesidad de sus hijos.
PETICIÓN
Con invocación de los derechos fundamentales a la vida en condiciones de dignidad, el mínimo vital, el debido proceso, la seguridad social y la prevalencia del derecho sustancial, solicitó que se ordenara a las entidades accionadas o a quien correspondiera, pagar efectivamente la pensión de sobrevivientes al señor Isdaen Alberto Correa Urrea en calidad de cónyuge supérstite y a sus hijos menores de edad Juan Esteban Correa Montoya y Ana Sofía Correa Montoya, la cual fue reconocida mediante Resolución 587 del 10 de julio de 2020, expedida por la Secretaría de Educación de Dosquebradas

LA PROVIDENCIA IMPUGNADA

Mediante sentencia de primera instancia del 6 de octubre de 2020, el Juzgado Segundo  Penal del Circuito de Conocimiento de Dosquebradas, resolvió no tutelar los derechos fundamentales a la seguridad social y al mínimo vital al señor Isaden Alberto Correa Urrea y sus menores hijos Juan Esteban y Ana Sofía Correa Montoya, por considerar que la Resolución 479 del 20 de mayo de 2020, por medio de la cual se reconoció una sustitución de pensión de invalidez al señor Isdaen Alberto Correa Urrea y sus hijos, presenta un error en la primera página en el entendido que quedó como resolución 587 del 10 de julio de 2020, tal como lo aclaró la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas en su respuesta a esta tutela, además, con la Resolución 491 del 1 de junio hogaño, se revocó la Resolución 479 de 2020, al haberse presentado una serie de inconsistencias respecto de la información aportada por el señor Correa Urrea, por lo que quedó sin efectos el reconocimiento pensional, sin que se hubiera advertido que contra la misma se interpuso algún recurso, requisito indispensable para el análisis de la procedencia de la acción de tutela frente a estos asuntos jurídicos.
Concluyó que, con lo pretendido por el actor con fundamento en la resolución 587 del 10 de julio de 2020 se quiso hacer incurrir en error, pues hasta el momento no se han expedido otros actos administrativos donde se reconozca nuevamente el derecho de sustitución pensional que le podría asistir al señor Isdaen Alberto Correa Urrea y sus hijos menores, por parte de la Fiduprevisora o de la Secretaría de Educación Municipal.
Refirió que no existían peticiones pendientes por resolver al accionante, y al haberse revocado el acto administrativo que reconocía un derecho prestacional al actor, deberá este iniciar nuevamente dicho trámite para obtener el reconocimiento de la sustitución pensional para él y sus hijos. 

Además, consideró el A quo que el accionante cuenta con la vía ordinaria laboral con el fin de que en esa instancia se analicen las pruebas que se encuentren en su poder y se logre resolver el problema jurídico económico, toda vez que al juez constitucional no le está dado hacer valoraciones probatorias, ni garantizar derechos económicos, pues lo que se propende es evitar la vulneración de perjuicios irremediables y en el presente caso no se observa la ocurrencia del mismo. 
LA IMPUGNACIÓN
Dentro del término para impugnar, el señor Isdaen Alberto Correa Urrea, por medio de su apoderado judicial, explicó que la protección que ha deprecado de los derechos fundamentales es porque, la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas expidió la Resolución 497 (sic) el 20 de mayo de 2020, en la que reconoció una sustitución de pensión de invalidez a los accionantes, misma que le fue debidamente notificada al señor Correa Urrea el 28 de mayo de 2020, mas la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas solicitó al señor Correa Urrea que los autorizara para revocarla, ya que se había ordenado en esta el pago de una porción de la mesada a una menor hija de la causante sin acta de posesión de curador, toda vez que la menor no es hija del actor. Por lo tanto, mediante Resolución 491 del 1 de junio de 2020, se revocó la resolución 497 (sic) del 20 de mayo hogaño, que reconocía la sustitución pensional de invalidez, acto administrativo que fue notificado el 2 de junio de 2020.
Iteró que el Juzgado Primero (sic) de Familia de Pereira concedió el amparo fundamental a tener una respuesta de fondo al accionante sobre la solicitud pensional, mas como no se había cumplido, el 18 de junio hogaño, promovió el incidente de desacato al fallo de tutela y por ello, a través de la Resolución 587 del 10 de julio de 2020, la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas reconoció una sustitución pensional a los accionantes, y corrigió el error que había cometido en la resolución inicial que fue revocada. 

Recalcó que la Resolución 587 del 10 de julio de 2020 fue debidamente notificada al señor Correa Urrea el 16 de julio de 2020, la cual se encuentra en firme, toda vez que contra la misma no se presentaron recursos. 

Manifestó que si bien es cierto en la Resolución 587 del 10 de julio de 2020 se cometió un error, pues aparece referenciada en las páginas  3 y 4 Resolución 497 (sic)  de mayo 20 del año 2020, lo cierto es que esos actos administrativos son totalmente distintos, pues el primero tiene siete numerales y la Resolución 587 de 2020 tiene ocho numerales, el numeral tercero de la resolución 497 (sic) del 20 de mayo de 2020 es totalmente distinto al numeral tercero de la resolución 587 de 2020, y ambas fueron debidamente notificadas en diferentes fechas, por lo que no existe duda alguna de lo informado en la demanda de tutela.
Precisamente el Juzgado Segundo de Familia de Pereira ordenó el archivo el incidente de desacato por haberse cumplido con la orden impartida, esto es, la expedición por parte de la Secretaría de Educación de Dosquebradas de un pronunciamiento de fondo a través de la Resolución 587 del 10 de julio de 2020. 

Manifestó que en momento alguno se ha pretendido inducir a un error al despacho, sino más bien con la respuesta de la Secretaría de Educación de Dosquebradas, es esta entidad la que quiere hacer incurrir al error, y para ello anexó copias de las resoluciones expedidas y las notificaciones que demuestran todo lo dicho, considerando que ha actuado bajo la ética y lealtad procesal.
Por lo anterior, solicitó la protección de los derechos fundamentales de su mandante, en atención a que la Resolución 587 del 10 de julio de 2020 notificación del 16 de julio de 2020 se encuentra en firme y ejecutoriada. Además, el pago de las mesadas pensionales de los accionantes es necesario para su subsistencia, ya que pasan necesidades apremiantes, por lo que requieren urgentemente de la protección constitucional al ser menores de edad. Dichos dineros son ineludibles para sus alimentos, vestido, salud y educación, pues dependían de su señora madre, ello sin tener duda alguna de su calidad de beneficiarios, pues la pensión reconocida es una sustitución pensional por invalidez.
Anexó copias de todos los actos administrativos mencionados.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala es competente para conocer en segunda instancia de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario del artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, por haber sido expedido el fallo por un Juzgado Penal del Circuito de este Distrito Judicial. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 1983 de 2017.
Problema Jurídico

Corresponde en esta instancia determinar si la acción de tutela es procedente para ordenar a las entidades accionadas pagar efectivamente la pensión de sobrevivientes al señor Isdaen Alberto Correa Urrea y a sus hijos menores de edad, Juan Esteban Correa Montoya y Ana Sofía Correa Montoya, la cual fue reconocida mediante Resolución 587 del 10 de julio de 2020, expedida por la Secretaría de Educación de Dosquebradas. Una vez se hubiere establecido la procedencia o no de la acción, establecer si se debe confirmar, modificar o revocar el fallo de primer grado. 

Solución al Dilema Jurídico

La acción de tutela fue instituida por el Constituyente de 1991, con el fin de otorgar a los asociados un mecanismo idóneo para la protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando estos resultaren vulnerados por alguna entidad estatal o por los particulares, en los casos señalados en la ley.

Dicha acción de amparo constitucional es de carácter subsidiario o supletorio, por ello, no se puede utilizar para sustituir los trámites legales ordinarios o especiales, o para variar las reglas de la competencia.  A tal conclusión se llega, al tener en cuenta que el objetivo de la acción constitucional es la protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales y según el artículo 86 de la Constitución Política el amparo es procedente “… cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública” norma que expresamente dispone “… sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable
, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados, caso en el cual procederá de manera definitiva.
 La idoneidad se refiere a la aptitud material del mecanismo judicial para producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se corresponde con el contenido del derecho, mientras que la eficacia hace alusión al hecho que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una protección al derecho amenazado o vulnerado.
 

Conforme a las pretensiones del accionante, debemos señalar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado que tratándose del derecho a la seguridad social, por regla general, la acción de tutela no procede en materia de reconocimiento y pago de prestaciones sociales, en razón a su carácter eminentemente subsidiario y residual, toda vez que ese tipo de controversias deben ser ventiladas ante la jurisdicción contencioso administrativa o la ordinaria laboral, según sea el caso.  Asimismo, el máximo órgano Constitucional señaló algunos casos en los cuales procede el amparo excepcional para el pago de la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando el tutelante se encuentre frente a un perjuicio irremediable y en la Sentencia T-440 del 6 de noviembre de 2018, con ponencia del Magistrado José Fernando Reyes Cuartas, dijo:

“En ese orden de ideas, la Corte ha reiterado
 en diferentes oportunidades que, en principio, la acción de tutela no es un mecanismo diseñado para dirimir las controversias relativas al reconocimiento y pago de prestaciones sociales; sin embargo, ante las situaciones en las que el agotamiento de los medios ordinarios de defensa resulta una carga excesiva para el solicitante, la acción de tutela se convierte en el mecanismo apropiado y oportuno para solucionar el litigio.

 

Dicha carga excesiva se configura ante situaciones en las que, por ejemplo, median derechos de un sujeto de especial protección constitucional, o en las que exigir que adelante el trámite ordinario expone al peticionario a la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

 

En razón de lo anterior, el juez constitucional requiere analizar en cada caso si el procedimiento correspondiente resulta idóneo y eficaz de acuerdo con las circunstancias fácticas y jurídicas; es decir, “sí dichos medios de defensa ofrecen la misma protección que el juez constitucional podría otorgar a través del mecanismo excepcional de la tutela y si su ejecución no generaría una lesión mayor de los derechos del afectado.
 En ese sentido, también debe evaluar la exposición del accionante ante la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable.

 

4.       Sobre el particular, esta Corporación en Sentencia T-791A de 2012, se estudió la acción de tutela interpuesta por la madre de un menor de edad, quien actuó en nombre propio y representación de su hijo, al considerar que Cajanal vulneró sus derechos fundamentales a la vida digna y al mínimo vital, ya que la misma negó el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes con ocasión de la muerte de su compañero permanente y padre del menor con fundamento en que no se acreditó la documentación necesaria para acceder a dicha prestación pensional.
 
En esta ocasión, la Sala declaró la improcedencia de la acción de tutela en el caso de la madre del menor, toda vez que para dirimir la controversia contaba con un mecanismo idóneo y eficaz ante la jurisdicción ordinaria, no se evidenciaba un perjuicio irremediable y ella no manifestó padecer ninguna enfermedad ni limitación física o mental que le impidieran ejercer alguna actividad para su sustento; sin embargo, en cuanto al niño, se concluyó que por tratarse de un menor de edad a quien se le estaba desconociendo su derecho prestacional, de conformidad con el carácter prevalente de sus derechos, procedía su análisis.
 
En el mismo sentido, en sentencia T-270 de 2016, este Alto Tribunal Constitucional revisó el caso de dos menores de edad, a quienes el Fondo de Pensiones y Cesantías Protección – Protección S.A. – les reconoció, a cada uno, el 25% de la pensión de sobrevivientes como beneficiarios de su padre difunto, dejando el otro 50% restante en reserva hasta tanto la cónyuge supérstite –condenada penalmente por el homicidio del causante- presentara la respetiva solicitud pensional. Situación que a juicio del solicitante vulneraba los derechos fundamentales a la seguridad social y el mínimo vital de sus representados
.

 

En esa ocasión, la Corte sostuvo que si bien, en principio le correspondería al juez laboral resolver la controversia que se presenta entre una entidad administradora de pensiones y los menores beneficiarios de una pensión de sobrevivientes, lo cierto es que dadas sus condiciones particulares, esto es, que no vivían con sus padres (toda vez que uno falleció y el otro se encontraba privado de la libertad) repercutía en sus condiciones de vida ya que dependían de terceros para cubrir sus necesidades básicas, el medio ordinario no otorgaría una solución idónea para aliviar la difícil situación que atravesaban los niños.

 
5.       Asimismo, se advierte que este Tribunal ha admitido el estudio de la solicitud de la pensión de sobrevivientes por esta vía cuando lo solicitó un“(i) sujeto de especial protección constitucional”, y acredita que: “(ii) la falta de pago de la prestación genera un alto grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo vital, (iii) se ha desplegado cierta actividad administrativa y judicial por el interesado tendiente a obtener la protección de sus derechos, (iv) aparecen acreditadas siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados”
 y, v) “que exista una mediana certeza sobre el cumplimiento de los requisitos de reconocimiento del derecho reclamado”.

6.       Ahora bien, esta Corte ha señalado que el amparo se concede como mecanismo definitivo en aquellos casos en que se acrediten los requisitos anteriormente mencionados y cuando el medio de defensa judicial sea inidóneo, ineficaz o inexistente puesto que no ofrece una protección integral e inmediata frente a la urgencia requerida.

 A su vez, se ha avalado otorgar la protección como mecanismo transitorio cuando, pese a existir otro medio ordinario de defensa para su solicitud, este no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

 
Sobre el particular, este Tribunal ha determinado los elementos que configuran el perjuicio irremediable así:

 

“El daño debe ser inminente, es decir que está por suceder en un tiempo cercano, a diferencia de la mera expectativa ante un posible menoscabo. Este presupuesto exige la acreditación probatoria  de la ocurrencia de la lesión en un corto plazo que justifique la intervención del juez constitucional. Es importante resaltar que la inminencia no implica necesariamente que el detrimento en los derechos este consumado. Asimismo, indicó que las medidas que se debían tomar para conjurar el perjuicio irremediable deben ser urgentes y precisas ante la posibilidad de un daño grave evaluado por la intensidad del menoscabo material a los derechos fundamentales de una persona. En esa oportunidad, la Corte señaló que la gravedad del daño depende de la importancia que el orden jurídico le concede a determinados bienes bajo su protección. Finalmente estableció que la acción de tutela debe ser impostergable para que la actuación de las autoridades y de los particulares sea eficaz y pueda asegurar la debida protección de los derechos comprometidos.”
 (Negrillas del texto original)” Subrayado de la Sala.
Significa entonces que al juez constitucional le corresponde verificar si en el caso concreto, el tutelante se encuentra ante un perjuicio irremediable, y por ello los medios ordinarios dispuestos para dirimir las controversias de índole prestacional no son lo suficientemente idóneos, en ese orden de ideas, salvaguardar los derechos fundamentales con el fin de evitar la consumación de un daño inminente.

Revisadas las pruebas adosadas a esta acción encontramos que, la Resolución 479 del 20 de mayo de 2020 por medio de la cual la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas había reconocido una sustitución pensional de invalidez al señor Correa Urrea, y a tres menores de edad, causada por el fallecimiento de la señora Luisa Fernanda Montoya Chica, fue revocada por la Resolución 491 del 1 de junio de 2020; sin embargo, el accionante promovió la presente demanda con el fin de que se amparara el mínimo vital suyo y de sus hijos con fundamento en el contenido de la Resolución 587  del 10 de julio de 2020, por medio de la cual el ente territorial accionado reconoció al señor Correa Urrea  y a tres menores de edad la sustitución de la pensión de invalidez por el deceso de su cónyuge y madre, una vez el Juzgado Segundo de Familia de esta capital ordenara a la Secretaría de Salud de Dosquebradas que se pronunciara respecto del derecho pensional reclamado por el actor, acto  administrativo último que fue notificado al accionante a su correo electrónico el 17 de julio de 2020.

Por su parte, la Secretaría de Educación de Dosquebradas no reconoce la Resolución 587 del 10 de julio de 2020, en el entendido que la resolución 479 de mayo 20 de 2020 es el número correcto del acto administrativo por medio del cual se reconoció una sustitución pensional de invalidez causada por el fallecimiento de la docente Luisa Fernanda Montoya Chica, cónyuge del accionante, la cual fue revocada mediante resolución 491 del 1 de junio de 2020 y por lo tanto, el accionante no podía reclamar el cumplimiento de los efectos de un acto administrativo que no existe.
Enfrentadas así las partes, consideramos que aun cuando los actos administrativos se presumen legales conforme a lo dispuesto en el artículo 88 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (ley 1437 de 2011)
, dicho estatuto legal en su artículo 104 consagra que “la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. …”  (Subrayas propias) 
Consecuente con lo analizado, concluimos que el accionante cuenta con otro mecanismo judicial para ejecutar el acto administrativo que señala le otorgó el derecho a la sustitución pensional de invalidez por la muerte de su cónyuge, vía que aún no ha agotado y de la cual no puede inferirse sea un medio ineficaz para reclamar la protección de sus prerrogativas, toda vez que en la foliatura no quedó probada ninguna circunstancia que indique la probabilidad de ocurrencia de un perjuicio irremediable de tal magnitud que obligara la protección urgente de los derechos fundamentales pretendidos.
Colofón de lo discurrido, se confirmará la sentencia confutada  al no cumplir con el requisito de subsidiariedad del amparo constitucional.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad que le otorga la Constitución Política,

FALLA

PRIMERO:  Confirmar el fallo proferido el 6 de octubre de 2020, por el Juzgado Segundo  Penal del Circuito de Dosquebradas, por medio del cual negó el amparo invocado por el señor Isdaen Alberto Correa Urrea en nombre propio y de sus hijos menores de edad, por medio de apoderado judicial.

SEGUNDO: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión de conformidad con lo dispuesto por el inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� La jurisprudencia constitucional ha fijado los siguientes elementos para considerar cuándo se está ante la posible configuración de un perjuicio irremediable: (i) que se esté ante un perjuicio inminente o próximo a suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable.


� Sentencias T-235 de 2010. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico N° 1.2; T-627 de 2013. M.P. Alberto Rojas Ríos, fundamento jurídico Nº 6.2.1.5; T-549 de 2014. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico N° 5.1; T-209 de 2015. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, fundamento jurídico Nº 5; T-195 de 2017. M.P. (e) José Antonio Cepeda Amarís, fundamento jurídico N° 4.3.; y T-036 de 2018. M.P. Diana Fajardo Rivera, fundamento jurídico Nº 3.1.3.


� Sentencias T-798 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico N° 4; SU-772 de 2014. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, fundamento jurídico Nº 5.2.; y T-161 de 2017. M.P. (e) José Antonio Cepeda Amarís, fundamento jurídico N° 3.3.1.


� Sentencias T-721 de 2012, T-142 de 2013, T-875 de 2014, T-079 de 2016 y T-090 de 2018, entre otras


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-440-18.htm" \l "_ftn30" \o "" ��Ver al respecto sentencia T-079 de 2016.


� Ver al respecto Sentencia T-369 de 2016, citada en Sentencia T-090 de 2018.


� Al respecto ver sentencias: T- 1268 de 2005, T-1088 de 2007, T-026 y T-562 de 2010, SU 337 de 2017, entre otras.


� En este sentido, solicitó el reconocimiento del cien por ciento (100%) de la pensión de sobrevivientes a favor de los hijos del causante.


�  Sentencia T-014 de 2012, reiterada en Sentencia T-087 de 2018. En el mismo sentido, ver sentencias T-721 de 2012, T-482 de 2015, T-087 y T-273 de 2018. 


�  Sentencia T-482 de 2015, retirado en sentencia T-090 de 2018.


� Ver en el mismo sentido, sentencias T-108 de 2007, T-800 de 2012 y T-087 de 2018.


� Ver en ese sentido, sentencias T-800 de 2012 y T-087 de 2018.


� Sentencia T-471 de 2017 la cual a su vez reitera las sentencia T-956 de 2014 y T-808 de 2010


� “ARTÍCULO 88. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. Los actos administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha medida cautelar”.
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